
4 Miércoles 27 marzo 1991 BOE núm. 74. Suplemente

~ "

.-
i,

b) SegUido el oportuno procedimiento, el Consejo de MinIstros
acordó. en Resolución de 4 de julio de 1986, imponer a la ahora
recurrente la sanción propuesta por la Inspección. La citada Resolución
fuc recurrida en reposición.. desestimado por nueva Resolución del
Consejo de Ministros de 13 de febrero de 1987.

el Interpuesto el recurso contcncioso·administrativo contra la deci·
sión administrativa, fue desestimado por Sentencia de la Sala Quinta del
Tribunal Supremo de 23 de mayo de 1988.

3. La demanda de amparo entiende vulnerado el arto 25.1 de la
Constitución, solicitando que se le conceda el amparo, con restableci­
miento de la integridad del derecho que se afirma vulnerado y expresa
anulación de las Resolución del Consejo de Ministros de 4 de julio de
J986 Y !3 de febrero de 1987 y de la Sentencia del Tribunal Supremo
de 13 de mayo de 1988. Se interesa tambien la suspensión de los efcctos
del acto impugnado.

La sociedad recurrente argumenta la infracción del art. 25.! c.E., en
las siguientes consideraciones:

a) A su juicio, la imposición de la sanción vulnera el arto 25, I C.E.,
por haber sido fijada con un alto margen de discrecionalidad por parte
de la Administración -en cuanto a la determinación fáctica de la
cond~cta sancionable, la calificación y graduación de la falta y la
cuantIficación de la multa impuesta-, incompatible con la interpretación
de aquel precepto realizada por el Tribunal Constitucional (SSTC
77/1983, 25/1984, 42/1987 Y 3/1988).

b) Se afirma, en esta línea, que el arto 57 E.T. -que justificó en
último término la imposición de la sanción- es norma caracterizada pur
su «extraordinaria vaguedad» que no tipifica en modo alguno las
conductas empresariales que pueden ser consideradas ilícítas ni esta­
blece criterio alguno para caliticarlas -fuera de los criterios de gradua­
ción establecidos en el párrafo 2.Q y de la distinta coffioetencia para la
imposición de la sanción que deriva del párrafo 3.°

c) Esta conclusión, en fin, no puede ser alte:ada por la cita tie
determinadas disposiciones del Estatuto de los Trabajadores o de otras
normas reglamentaria,> pues en ellas no se establecen tamooco infraccio­
ne,> administrativas. Sin que la calificación ((en su coñjunto» de las
infraCCIones de las citadas normas come falta muy grave en su grado
máximo resulte de norma alguna.

4. Mediante providt'-ocia de 21 de noviembre de f988, !a Sección
Primera del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar a los órganos judiciales intervinientes en
los autos certificación o copia adverada de las actuaclOnes, así como que
practicasen los emplazamientos que fueran procedentes.

Asimismo, por providencia de la citada Sección de ia misma fecha,
se acordó abrir la correspondiente pieza separada de suspensión, cuya
tramitación con arreglo al procedimiento legal condujo a Auto de la Sala
Primera, dictado el 19 de diciembre de 1988, en el que se acordaba
denegar la suspensión solicitada.

S. Por providencia de 30 de enero de 1989, la referida ·Sección
acordó dar vista de las actuaciones a las partes p~rsonadas y al
Ministerio Fiscal. al objl"to de que formularan las alegaciones que
estimasen oportunas.

La representación de la recurrente reiteró en este trámite las
alegaciones realizadas en la demanda de amparo. con aportadón de
algún nuevo pronunciamiento jurisprudencial en apoyo de su tesis.

Por su parte, el Abogado del Estado solicitó la desestimación del
amparo. Alegó, en este sentido, de un lado, que lo que la recurrente está
cuestionando de forma directa es la constitucionalidad del arto 57 E.T,
-lo que desbordaría el ámbito del recurso de amparo-, De otra parte,
puse de manifiesto que la sanción impuesta no lo fue sólo en aplicación
del citado precepto sino de otros expresamente citados en la senlencia
y resoluciones administratiyas impugnadas. Y, en fin, que en ningún
caso puede considerarse vulnerado el arto 25, I c.E. por la sanción
impuesta toda vez que el arto 57 ET. se adecua a las exigencias derivadas
del principio de legalidad.

El Ministerio Fiscal, en fin, interesó que se otor~ra el amparo
solicitado. abundando sustancialmente en las consideraCIOnes realizadas
por la sociedad recurrente.

6. Mediante providencia de 21 de enero de 1991 se señaló par.
deliberación y fallo el día 25 de febrero siguiente.

11. Fundamentos juridicos

1. Sobre la cuestión de la adecuación a las exigencias del arto 25. r
de la ConslÍtución de las sanciones impuestas a los empresarios el
aplicación del art 57 del Estatuto de los Trabajadores, se ha pronun­
CIado ya c.ste Tribunal en fecha bien reciente. En efecto, la STC 207/199(
ha cO,ncluldo que el art, 57 E.T. «no cumple con las exigencias materiale~
que Impone el art 25,1 de nuestra Constitución», por lo que la~

sancion.es administrativas impuestas con su sola cobertura pueder.
contranar frontalmente lo dispuesto en el precepto constituciona:
citado.

En este contexto, la solución del presente recurso de amparo depende
sólo de dderminar si las circunstancias en que se plantea son análoga~

a las que motivaron la STC 207/1990, pues, en caso afirmativo, la
concesión del amparo solicitado derivará automáticamente de la doc·
trina qlle entonces se sentó, y cuya reiteración es innet'esaria.

2, Pues bien, la única diferencia posible entre los dos supuestos St
encuentra l"n las distintas normas contempladas al imponer la sancí6~

Razonan, en o:ste sentido, tanto la Sentencia del Tribunal Suprcme
impugnada como d Abogado del Estado que la sanción no se acordé
sólo en aplicación del art, 57 E.T" sino también de otros precepto~

legales y reglamentarios que podrían subsanar las eventuales carencía~

que, desde el prisma del principio de legalidad, aquél presentase, Er
concreto, la Resolución del Consejo de Ministros de 25 de abril de 198t
cita los arts. 26,1. 29. I Y 35.2 del propio Estatuto, 2, 3, 4, 5 Y 7 de
Dccreto 2.380/1973 y 41 del Real Decreto 2,001/1983, así como ¡o~

Decretos 2.221/1971 y 2.222/1971. Lista a la que el Tribunal Supremo
en la sentencia impugnada, añade el Decreto 1.860/1975,

Ninguna de estas normas, sin embargo, suministra criterio algunc
que, en términos adecuados a las exigencias del arto 25.1 CE" permitz
entender que las conductas impuladas a la recurrente sean constitutiva~

de infracción laboral muy grave, a sancionar en su grado máximo

I
Algunas de ellas establecen solamente obligaciones empresariales, sil.
precisar las consecuencias que puedan derivarse de su incumplimientc
en el plano del Derecho sancionador. Son los arts. 29.1 y 35.2 E.T"
parcialmente el art.7del Decreto 2.380/1973, así como el 41 del Real
Decreto 2.001/1983: Otras regulan el estatuto orgánico de la Inspeccióü
de Trabajo o sus métodos de- actuación (Decretos 2.121/1971 )
1. !22/1971) o el procedimiento administrativo que debe seguirse para 1<::
imposición de sanciones (Decreto 1.860/1975). Las demás, en fin.
enuncian simplemente conceptos normativos (arts. 26.1 E.T. Y 2,3 Y 4
del Decreto 2.380/1973).

Nada permite, en consecuencia. separar el supuesto que ahora se
plantea del resuelto por la STC 207jl990 por lo que, como ya se
advirtió. proceue estimar el recurso y otorgar el amparo solicitado

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AL:TORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓ:-'
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Dragados y Construccíon~s

Socied~d Anónima», y, en consecuencia:

Primero.-Reconocer el derecho de la recurrente a no ser sancionade
sino en aplicación de normas que definan la conducta ilícita y la sanciór
correspondiente.

Segundo.-Anular las resoluciones administrativas y la Senten!:Í<,
judicial impugnadas en el presente recurso.

Publiquese esta Sentencia en el «(Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de febrero de mil novecient6~
novt:'l1ta y uno,-Francisco Rubio Llorcnte.-Miguel Rodríguez-Piñero \
Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodrí·
guez Bcreijo,-José Gabaldón López.-Firmados y rubricados.

La Sala Segunda de! Tribunal Constitucional. r;cmpuesta por don
Francisco Rubio Llorcnte, _Presidente; don Miguel Rodriguez~Piñero y

,. 7802 Su/a Segurlda. Senlenda 41/1991, de 25 dcji:brero de 199/.
Recurso de amparo 1.324/1988. Centra Sen!;?ncias del
Juzgado de l'lstrucción núm. 1ó de Sl4fce!ona v de Id
Audiencia Prm'incial de la misma CUidad dictCldas en
procedimiento penal seguido conlra el recurrenle por el
delito de cohecho. Supuesta vulneraóón del derecho a la
presunción de inocencia: Valide:: de ta prueba prl!cons:i­
luida.

Bravo-Ferrer. don José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Ah"afl
Rodríguez Bercijo y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronun·
ciado

EN· NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En t?1 recurso de amparo núm. 1.314/8&, presentado por el Procura·
dor de bs Tribunales. don Enrique BruaUa de Pinies, en nombr¿o de dar
Juan MJ.r:a Albertí Alberti, contra las Sentencias del Juzgado de
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el juicio oral; pero, aunque tal declaración está en el sumario, en ella no
se achaca al enjuiciado lo que la Juez dió por probado.

Por lo que respecta a la quiebra del derecho a la tutela judicial
efectiva, el recurrente afirma que, de acuerdo con la jurisprudencia
constitucional, para que aquélla no se produzca es necesario que las
resoluciones estén suficientemente motivadas. es decir, que las eventua­
les discrepancias entre el Juez y el justíciable sean razonadas en la
Sentencia. Sentado lo anterior, prosigue el demandante, cuando la Juez
dice que el dinero cobrado por el enjuiciado será debido a compensación
por un trato de favor, éste opuso que era debido a un trabajo profesional
(y hasta presentó minuta visada por su Colegio), y no argumenta en su
Sentencia el por que desechó la explicación del inculpado; si respondiera
que el arto 741 de la L.E.Crim. le autoriza a examinar en conciencia las
pruebas. no habría otra respuesta que la de que ~(en conciencia» no
significa «(en secretO). De ahi que la Juez de Instancia, entre la
deducción de la Fiscal y la del encausado, se decantó por la de aquélla
sin explicar la razón para ello. Por lo que se- apoyó en una praesumptio
homínís elaborada por ella misma y sin explicar si habria otras
deducciones (entre ellas, la presentada por el enjuiciado, hoy actor), y
por qué prefería la suya a estas otras, quebrando con ello el derecho
fundamental del enjuiciado. Por lo tanto, una condena basada en una
acusación sin prueba y ayuna de motivación tiene, a juicio del
recurrente, entidad suficiente para que sobre ella se pronuncie este
Tribunal.

Se concluyen las alegaciones solicitando la admisión del escrito y,
previos los trámites oportunos, el otorgamiento del amparo.

6. Por su parte. el ~1injsterio Fiscal. en escrito presentado el dia 12
inmediato, presentó las suyas.

En lo tocante a la primera de las posibles causas de inadmisión, el
Ministerio Público estima que, a la vista de la copia del escrito de
interposición del recurso de apelación resulta patente el cumplimiento
del requisito previsto en el arto 44.1 c) LOTe.

Por 10 que hace referencia al fondo del asunto, es necesario destacar
-dicc- que la Sentencia del Juzgado de Instrucción -en cuyos razona­
mientos se apoya y a ellos se remite .la de apelación para confirmarla-,
se basa, para condenar, en dos tIPOS de prueba, De un lado, la
documental a la que alude, consistente en el aCreditamiento de que los
acusados eran funclOnarios del Ministerio de Hacienda y del percibo de
las distintas cantidades cobradas por ellos. De otro, la declaración
testifical de don José Ribas Gómez, de vital importancia según la
Sentencia. ya que el fue el artitice de los pagos; declaración prestada el
22 de febrero de 1984 ante la Policía y ratificada ante el Juzgado Central
núm. 3, el 4 de mayo siguiente. En ambas declaraciones, dice la
Sentencia «detalla las razones que le llevaron a abonar las cantidades
que 'ie han consignado a cada uno de los acusados».

Es de tener también en cuenta, que el testigo señor Ribas Gómez no
pudo comparecer al juicio oral porque había fallecido antes, pero el
~linisterio Fiscal, propuso en conclusiones como prueba, según reco­
noce e! actor ~(documental de todo lo actuado» (escrito de apelación,
fundamento jurídico segundo), y consta en el acta del juicio oral que la
defensa interesó «que no se den por reproducidas las declaraciones de
Ribas Gómez, en lo que afecten al Sr. BurillO)} ...

Lo que parece desprenderse de las Sentencias referidas es que, tanto
el Juzgado como la Audiencia, contaron con la prueba documental
aludida al principio y con la declaración, de imposible reproducción en
JUIcio, del testigo fallecido, declaración prestada ante la Policía y
ratificada en presencia judícial que se propuso corno prueba por el
Ministerio Fiscal y pudo ser contradicha en juicio por la defensa del
acusado.

Sentado lo que precede y a la vista de las SSTC 62/1985 y 136/1988,
dictada la primera en un supuesto análogo. el Ministerio Fiscal
manificsta que no se ha producido en los presentes autos ninguna de las
dos lesiones que denuncia el actor y, en consecuencia, solicita la
inadnlÍsión de su demanda.

7. Por providencia de la Sección Segunda. de 24 de febrero de 1989,
se acordó admitir a trámite la presente demanda y, además. en
aplicación de lo dispuesto en el ano 51 LOTe. dirigirse a la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona y al Juzgado de
Instrucción núm. 16 de la misma capital para que remitieran copia
certificada de las actuaciones seguidas ante tales. órganos. Asimismo, se
requirió al Juzgado a fin de que emplazara prevlamente, para que en el
plazo de diez dias pudieran comparecer en el recurso de amparo y
defender sus derechos. a quienes hubieran sido parte en el procedi­
miento, excepto el recurrente en amparo, haciendo constar en dicho
cmplaznmiento la exclusión de quienes quisieran coadyuvar con el
recurrente o formular cualquier impugnaclón y les hubiera ya transcu·
rrido el plazo que la LOTC establece para recurrir.

8. El 11 Y 17 de abril se remitió por los citados órganos judiciales
las copias solicitadas, de las que se acusó recibo pcr providep.cia de 22
de mayo síguiente.

9. El 20 de abril inmediato, el Procurador de los Tribunales. don
Antonio Francisco García Díaz, en nombre de doña Isabel Devesa de
Gracia, se manifestó compareciendo en el presente recurso de amparo

1. Antecedentes,
l.

,';

Instrucción núm. 16 de Barcelona, de 28 de abril de 1988, y de la Sección
Primera de la Audiencia-Provincial de la misma dudad, de 27 de junio
siguiente, por ser contrarias al derecho a la presunción de inocencia y a
la tutda judicial efectiva. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente
el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer de
la Sala.

1. Con fccha 10 de julio de 1988. el Procurador de los Tribunales
don Enrique Brualla de Piniés, en nombre de don Juan María Alberti

.";. Albertí. asistido de Letrado, presentó escrito de demanda de amparo
contra las Sentencias del Juzgado de Instrucción núm. 16 de los de
Barcelona, de 28 de abril de 1988, y de la Sección Primera de la

..... Audiencia Provincial de la misma capital, de fecha 27 de juma siguiente.
Alega vulneración de su derecho a la presunción de inocencia y del de

;. la tutela judicial efectiva.

2. Los hechos de que trae causa esta demanda tienen su origen en
;i el testimonio deducido por el Juzgado Central de Instrucción núm. 3 a
1, la vista las dcclaraciones de don José Ribas Gómez, intermediario de la
" Entidad. RUMASA con anterioridad a su expropiación. Segun las
1 dt'c1araclOnes en sede policial y sumarial del dtado señor Ribas Gémcz,

"': falleCIdo antes de la apertura dcljuicio oral, se ponían al descubierto una
serie de pagos efectuados a diversos funcionarios de diferente rango y

.\, con destino en distintas dependencias de la Delegación de Hacienda de
Barcelona para que, sin que se haya acreditado la comisión de ningún
otre delito, efectuaran un trato de favor a la citada empresa financiera.

",' En sus manifestaciones ofrecía la relación de cantidades abonada5 a sus
'" d('stinatarios, así como la clase y número de los efectos en los que

.,. aquéllas se materializaron.
Esta declaración se considera expresamente por las resoluciones

impugnadas como de cargo y no contradichas por las explicaciones de
los encartados, debido al carácter autoinculpatorio de las mismas. En su
virtud. el actor, junto con otras personas aquí no recurrentes, fue
condenado por el delito de cohecho del art. 390 c.P. a la pena de
100.000 pesetas de multa o arresto sustitutorio de tres meses y al combo
de las cantidades recibidas.

3. Dos son los derechos cuya presunta lesión suscita el recurrente:
su derecho a la presunción de inocencia y su derecho a la tutela judicial
efectiva.

P,-1r io que respecta a la vulneración del derecho a la presunción de
inocencia. el recurrente afirma que sólo ha existido en su contra el
testimonio del fallecido señor Ribas Gómez, asesor de RUMASA en
Barcelona, tal como se desprende del acta del juicio oral. Es más, afirma
el IT'currente que las declaraciones policiales y sumariales del señor
Ribas Gómez en nada le implican a él.

Pero. además. otro de los testigos, también fallecido, y entonces
asesor fiscal de RUMASA. declaró, continúa el recurrente, que las
250.000 pesetas que le entregó y que constituyen el objeto del delito en
los presentes autos, nada tienen que ver con ningún trato de favor para
con RUMASA, sino que son el abono de sus honorarios profesionales
dado que el recurrente es, además, Perito Mercantil colegiado, por
actuaciones prestadas por el actor sin relación alguna con el servicio

~r público.· De todo ello, se puede inferir que, respecto del demandante no
ha existido una prueba que merezca tal nombre y que, por lo tanto, se
le ha vulnerado su derecho a la presunción de inocencia.

Y. a mayor abundamiento, por lo que respecta a la quiebra del
derecho a la tutela judicial efectiva, se daria aquí por partir las

":- resolnciones impugnadas de una obviedad o sobreentendido, cuando
esta obviedad o sobreentendido es el objeto mismo del proceso: ni se

'"', concreta en qué consistió el trato de favor que se obtuvo ni se admite
~: como exculpatoria la minuta por honorarios (debidamente visados por
," el Colegio Oficial de Peritos Mercantiles), pues se afirma en la Sentencia
.. ' de instancia que en tal minuta nada se concreta.

Se concluye instando el reconocimiento del derecho a la presunción
<, de inocencia y la declaración de nulidad de las Sentencias recurridas.

4. _Por providencia de la Sección Segunda de este Tribunal, de 19
;. de diciembre de 1988, se puso de manifiesto al recurrente y al Ministerio

~,~ Fiscal, confiriéndoles un término 'común de diez días para que alegaran
"", lo que estimaran oportuno, dos posibles causas de inadmisión. a saber,
'} la falta de invocación del derecho o libertad presuntamente vulnerados

y la posible falta de contenido constitucional de la demanda.

5. El 3 de enero de 1989, la representación actora presentó su
escrito de alegaciones señalando que en su recurso de apelación ante la
AudienCia Provincial hacía referencia a las dos vulneracíones objeto del
presente proceso, acreditando tales extremos en debíoa forma.

En relación a la posible falta de contenido constitucional y con
apoyatura en la doctrina constitucional señala que tal existe puesto que,
en relación con la presunción de inocencia se desconoce de dónde han
podido obtener su convicción los órganos judiciales. El enjuiciado, hoy
actor, negó su culpabilidad en el juicio oral, por lo que su contestación
no aportó material probatorio alguno. A juicio de la sentenciadora, tal
prueba se ha obtenido de la declaración de un fallecido (don Jose- Ribas
Gómez), existente en el sumario y que fue de imposible reproducción en
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ante el emplazamiento efectuado. Al mismo tiempo, habiendo presen­
tado dicha representación demanda de amparo, registrada bajo el mimo
77/89. contra las mismas rcsolucionesjudiciales. solicitaba la admisión
de su comparecencia y la acumulación de ambas demandas dada su
identidad.

10. En la referida providencia de 22 de mayo de 1989 la Sección
Tercera acordó: 1.°) No haber lugar a tener por personado al Procurador
don Antonio Francisco Garda Díaz, en nombre y representación de
doila Isabel Devesa de Gracia, toda vez que la posición procesal que
podía asumir es la de coadyuvante del recurrente y le había transcurrido
ya el plazo de veinte días que para recurrir establece el arto 44.2 LOTe.
Por otro lado. el recurso de amparo numo 77/89, interpuesto por la
referida señora Devesa, fue resuelto por providencia de inadmis.ión por
unanimidad, de fecha 27 de abrii de t989, por lo que no podía ser
acumulado al presente; 2.°) Acusar recibo como se ha mencionado, a la
-\udiencia Provincial y al Juzgado de Instrucción núm. 16, ambos de
Barcelona, y 3.°) Dar vista de dichas actuacíones a la parte reeurrcnte
v al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días. dentro de los
cuajes podrían presentar las~ alegaciones que estimasen pertinentes.
conforme determina el arto 52.1 LOTe.

11. En escrito presentado el 15 dejullio siguiente, la representadón
actora, en primer lugar, dio por reproducidos los akgatos ya vertidos
con anterioridad.

En segundo lugar, y en relación con la oposición del Ministerio Fiscal
a la admisión a trámite de la presente demanda. el actor reitera que la
condena se basa en el testimonio no vertido en el acto del juicio oral de
un testigo fallecido que en ningún momento admite conocerle. Así. el
conocimiento de las actuaciones pone de manifiesto que el citado testigo
señor Ribas GÓmez. en su primera declaración efectuada ante la Policía,
declara: «Que personalmente no ha entregado talón alguno a Juan Maria
Albertí Albertí, suponiendo Que el talón en concreto por el que se le
pregunta, fue extendido por el declarante y entregado al señor Montes,
quien a su vez lo entregaría al señor Albertí». Y, en su segunda
declaración, a preguntas del Instructor puntualiza el concepto pUl el que
se entregaron cantidades a tres. de los acusados: pero ninguna referencia
hace del hoy recurrente señor Alberti. La prueba testifical comentada es
inexistente como actividad probatoria de cargo contra el hoy recurrente­
señor A!bertí, como se' infiere del examen de dicha prueba.

Por lo tanto, una condena basada en una acusación sin prueba y
ayuna de motivación. tiene, a juicio de la representación del recurrente.
entidad suficiente para que sobre ella se pronuncie este Tribunal
otorgando el amparo solicitado.

12. Por su parte, el Ministerio PUblico formuló sus alegaciones en
escrito presentado el 16 de junio de 1989. Tras efectuar una síntesis de
los antecedentes fácticos, consid~ra Que no ha existido la vulnención de
In presunción de inocencia que denuncia el actor. Ellues así porque los
Tribunales ordinarios dispusieron .de prueba documental y testifical
bastante. Por lo Que respecta a la primera, se dio por reproducida en el
acto de juicio oral. extremo reconocido por el demandante de amparo,
oponiéndose sólo la defensa a que se tuvieran por reproducidas las
declaraciones del testigo. ya fallecido, señor Ribas GÓmez. A la vista de
las actuaciones. estos extremos quedan aún más claros; tanto el Juzgado
como la Audiencia contaron con la prueba documental aJudida al
principio y con la declaración. de imposible reproducción en juicio, de!
testigo fallecido, declaración prestada ante la Policia y ratificada en
presencia judicial. en ambos casos con asistencia de Letrado, cuya
declaración se propuso como prueba por el Ministerio Fi~al y pudo ser
contradicha, y lo fue en juicio, por la defensa del acusado.

Pero es Que, además, como ha manifestado .reiteradamente el
Tribunal Constitucional, «la apreciación de la prueba se refiere a la
valoración en conjunto del material probatorio» ...• y, de otra parte, «si
corresponde a este Tribunal comprobar ..., SI las inferencias lógicas de la
actividad probatoria JIevada a cabo por el órgano judicial no han sido
arbitrarias, irracionales o absurdas», pero en los demás casos «corres~

ponde a los Jueces y Tribunales ponderar los distintos elementos de
prueba y valorar su significado» (STC 44/1989. fundamento jurídico
segundo). En suma, pues. las conc1usiones·a·1as Que·nan llegado los
Jueces que han entendido del caso han sido razonables y entiende
probado que el recurrente recibió dinero a cambio de ciertos favores.

Prosigue el Ministerio Fiscal reproduciendo lo ya alegado y con
id,intico apoyo en la jurisprudencia de este Tribunal en su anterior
comparecenCIa con ocasión del trámite de admisión. Abunda en que si
bien las diligencias sumariales no constituyen por sí mismas prueba 'de
cargo, ~í pueden ser tenidas como tales cuando, practicadas con tortas las
garanuas. se preconstituyen y en el futuro son de dificil ° imposible
reproducción.

P<?,r Q~ro lado, abunda el Ministerio Público, tampoco está prohibida.
const~tuclOnalment~ hablando. la prueba indiciaria, si; siguiendo la
doctrIna de este Tnbunal. han quedado probados jos supues.tos fácticos
de los que se infiere -y se expresa la inferencia- la culpabilidad del
imputado.

Se concluyen, pues, lasaleguciones, solicitando la de<iestimación del
amparo solicItado. .

13. En escrito presentado el 20 de diciembre de 1989, la representa­
ción aclara instó la suspensión de la ejecución de la condena impuesta
en su día e impugnada en este recurso. Por providencia de la Sección
Segunda, de 24 de febrero siguiente. se acordó fonnar la pertinente pieza
'iepanlda y, tras los trámites de rigor. la Sala Segunda. con fecha 26 de
abril de 1986. acordó denegar la suspensión solicitada. pues una
eventual concesión del amparo no haría perder a éste su finalidad.

14. Por providencia de la Secretaría de IS de ti;~'brero de 1991 se
lUYO por personada a la Procuradora. doña Soledad San Mateo Garda
toda vez que se había producido el fallecimiento del señor Brualla de
Pinies.

: 5. Por provídencia de la Sala Segunda de este Tribunal. de 21 de
,;nero de ! 991, se nombró Ponente en el presente proceso al Magistrado
don Alvaro Rodriguez Bercijo y. al mismo tiempo. se fijó para
deliberación y votación de aquél el día 25 de febrero siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

l. La demanda de amparo suscita dos quiebras de garantias
cunstítucionales, a saber, la de la presunción de inocencia (art. 24.2
C.E.), j< la de la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). Sin embargo,
resulta evidente que tan sólo se ha podido producir una de eUas, en
concreto la de la presunción de inocencia. tal como, de hedlO,
argumenta el propio recurrente en su ultimo escrito de alegaciones al
centrarse únicamente en la supuesta vulneración de este derecho
fundamental consagrado en el art. 24.2 C.E.

Ello e~ así porque, a tenor de nuestra jurisprudencia. la falta de
motivación a la hora de expresar el Juzgador su convicción respecto de
la culpabilidad de! imputado, sin razonar. siquiera someramente. los
elementos de car~o tenidos en cuenta, implica un auténtico vacio
probatorio que leSIOna la escncia misma del derecho fundamental a la
presunción de inocencia. Este razonamiento de imputación pertenece•
pues. a la garantía de la presunción de ÍliOcencia, a fin de que ésta no
se destruya de modo arbitrario o irrazonable,

2. Hecha esta precisi6il· y acotado así el objeto del presente proceso
constitucional. hemos de determinar si ha existido en el caso actividad
!Jrobatoria de cargo suficiente para destruir la presunción d~ inocencia,
que lo es i(lris tantum; pues sólo podría hablarse propIamente de
vulneración de tal derecho fundamental en caso de vado probatorio. Y
este vacío se produce, o bien por no haberse practicado prueba algurw.
en el juicio, por haberse obtenido las pruebas con vulneración de
derechos fundamentales, o por no JTlediar razonamiento de cargo
alguno, ser éste irrazonado o abiertamente absurdo.

La Constitución exige. para que la presunción de inocencia se
transforme en certeza judicial de culpabilidad, un proceso penal con
todas las garantias, en esencia: Contradicción. inmediación, publicidad
y oralidad (entre otras. SSTC 64/1986, fundamento jurídico cuarto:
82/1986, fundamento juridico segundo: 82/1988. fundamento jurídico
segundo: 254/1988, fundamento j~rídico primero, y 9811990, funda­
mento jurídico segundo). Dadas estas notas, la Constitución requiere,
pues. que la prueba se practique en el acto del juicio oral, tal como
establece el arto 74! L.E.Crim. De este modo. el imputado puede conocer
el hecho que se le imputa y los medios probatorios por los que se
pretende fijar tal hecho por parte de la. acusación; así lo vienen
recordando nuestras resoluciones de:ide la primera que hubo que dictar
en esm materia. a saber. la STC 31/1981. y hemos reiterado hasta la muy
reciente STC 24/1991).

Igualmente se ha venido modulando esta doctrina en la medida en
que sucede, como es aquí el caso, que por uno u otros motivos, los
testigos que han depuesto en fonna durante las diligencias de instruc­
ción. no pueden comparecer en el acto de la vista. Si tales declaraciones
figuran en autos vertidas con las debidas garantías [por ejemplo, SSTC
62/1985. fundamento jurídico se~undo; 25/1988, fundamento jurídico
segundo; 159/1989, fundamento Jurídico tercero a); 201/1989. funda­
mento jurídico tercero; 5111990, fundamento jurídico segundo~

154/1990. fundamento jurídico segundo], estamos ante la denominada
prueba preconstituida que. en tanto prueba documentada. que no
documenta!, puede ser traída al juicio oral al solicitarse por las partes la
lectura o reproducción ,de lo sumarialmente actuado (art. 730
L.E.Crim.).

No admitir la prueba preconstituida con las debidas garantías
supondría hacer depender el ejercicio del ius puniendi del Estado del
azar o de la malquerencia de las partes (por ejemplo. mediante la
amenaza :1 los testigos; STC 154/1990, fundamento jundico segundo;
pudiendo dejarse sin efecto lo actuado sumarialmente. Un sistema que
pondere adecuadamente tanto la necesidad social de protección de
bienes jurídicos esenciales, como e! haz de garantías frente a posibles
abusos de los ciudadanos, con independencia de su posición, ha de estar
en condiciones de hacer valer la seriedad de lo actuado por los órganos
cn¡,;arg¡¡dos de :.1 represión penal, siempre qu~ lo actuado lo haya sido
con pleno respeto a aquellas garantías (SSTC 107/1985, fudamento
juridico segundo; 181/1989, fundaP.1ento juridico segundo).

En el presente caso ese acervo probatorio ha sido traído al juicio ami
p\.'r todas las partes intervinientes al proponer como prueba la documen-
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tal de lo actuado. Y tan es así. que sólo uno de los acusados, aquí no
recurrente, solicitó que ciertas declaraciones testificales que le incrimi­
naban, vertidas durante las diligencias de investigaciones, no fueran
tenidas en cuenta en su contra. Los demás imputados, incluído el
recurrente, tal como se demuestra con una lectura del acta del iuicio
oral, no efectuaron al respecto reserva alguna. Así las cosas. al proponer
la prueba documentada en el sumario sin restricción alguna para ser
reproducida en el juicio oral y sin exigir la lectura de los pasajes de su
interés (art. 730 LE.Crím.), can su consiguiente ponderación en
términos de defensa, el actor ha propiciado que todas las declaraciones
con garantías que obran en las díligencias de investigación se incorpora­
ran plenamente al conocimiento y consiguiente enj uiciamiemo de!
Juzgador (STC 81/1988. fundamento juridico tercero). En consecuencia.
a la vista de lo preceptuado en el art. 726 LE.Crím.. el órgano judicial
pudo tomar en consideración sin limitaciones tales declaraciones al estar
documentadas (STC de II de febrero de 1991, fundamento jurídico
tercero).

3. Ha de tenerse presente por otro lado, que, en el presente proceso
constitucional, la tacha que efectúa el recurrente a las pruebas testificales
registradas con anterioridad al juicio oral y, consecuentemente. precons­
tituidas, es la de que no se reprodujeron en dicho acto; no efectúa, en
cambío, tacha alguna respecto de su legitimidad para ser tenidas como
prueba de cargo. Ciertamente, sí impugna el recurrente las conclusiones
que de tales diligencias derivan los órganos judiciales que han entendido
de su causa, pero, existiendo en las resoluciones judiciales impugnadas
un razonamiento al respecto que no puede estimarse arbitrario o
infundado, tal impugnación se sitúa en el terreno de la divergencia sobre
la valoración de la prueba, tema en el que, obviamente. este Tribunal no
puede entrar, dado que ello supone injerencia en la potestad jurisdiccio­
nal que corresponde en exclusiva a los Jueces y Tribunales (art. 117.3
C.E.).

El hecho central en que se apoya la imputación que, a la postre.
conduce a la condena no es otra que la probada, por admitida

incondicionalmente. entrega de dinero. Que tal entrega tuviera su causa
en una actividad negocial extrafuncionariallfcita o funcionarial e ilícita
es algo que, por la entidad del delito de cohecho, sólo puede inferirse a
partir de indicios. Estos indicios se manifiestan en las declaraciones
sumariales, legítimamente efectuadas por dos testigos ante la brigada de
delitos monetarios, primero, y ante la autoridad judiclal, después; por la
relación de conocimiento entre los diversos implicados, todos ellos
funcionarios de la Delegación de Hacienda de Barcelona; y. finalmente,
por el hecho de que todos los pagos se efectuaban desde una misma
cuenta corriente bancaria.

La concatenación de hechos acreditados, claramente reflejados en las
actuaciones, ha permitido inferir al órgano judicial sin mayores
dificultades ni de conocimiento ni de trabazón lógÍCa. la implicacion
penal por la que, entre otros, ha sido condenado el recurrente. Dado,
pues, que la argumentación manifestada en primera instancia y confir­
mada en apelación, aparece suficientemente motivada -a~nq~~ I~O
convenza al actor-, se cumplen los requisitos sobre la prueba mdlclana
que este Tribunal, desde sus SSTC 174/1985 y 175/1985, ha señalado
como constitucionalmente necesarios.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPANOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Juan María Albertí Alberti.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficia! del Estado».

Dada en Madrid, a veintícinco de febrero de mil novecientos
noventa y uno.-Francisco Rubio L1orente.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Jose Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodrí­
gucz Bereijo.-José Gahaldón López.-Firmados y rubricados.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

a) Por un amplio numero de trabajadores de RENFE se reclamaron
en su día diferencias salariales por horas extraordinarias, que dieron
lugar a diversas Sentencias estimatorias, tras las cuales se suscitó, en fase
de ejecuclón, la petición del abono de los intereses. Ello fue admitido
mayoritariamente por las Magistraturas de Trabajo respectivas. En los
demás casos las correspondientes decisiones desestimatorias dieron
lugar a recursos de suplicación admitidos y resueltos por el Tribunal
Central de TrabajO en 1986- y 1987, en el sentido de considerar
procedente el abono de intereses.

b) Los demandantes de amparo, junto con I?tros tra~ajador~s hoy
no recurrentes. formalizaron igualmente reclamaClóJ.1 por dlferencIas por
horas extraordinarias que fue estimada por la Maglstr.atura de TrabajO
numo 19 de Madrid. Solicitada la ejecución de SentenCia por Ay~o de 16
de septiembre de 1984 de esa Magistratura se des~sti:nó la SOhCltud por
intereses «por no mencionarse tal concepto en la mdlcada SentencIa, en
razón de congruencia)~.

e) Interpuesto recurso de suplicación ante el Tribunal Central de
Trabajo. fue admitido en la instancia, pero el Tribunal Central
de Trabajo. por Auto de 8 de febrero de 19X8 dccla~ó la inad!TIisib¡Ji.
dad de dicho recurso y la firmeza de la «Sentencia» reeurnda, por
entender que las cuestiones atinentes exclusivamente a la fase de
ejecución, como hJs relativas al devengo. de in!ercses, no son .n.laterias
susceptibles de recurso, porque, al ser de Imposihle contemplaclOn el~.la
de conocimiento y decisión del pleito, no pueden presentar alteraclOn
alguna di..'1 titulo ejecutivo en que la Sentenc!<l firm~ consiste. Se afirma
tambien que el elevado numero de recursos habidos al resp('~t.o en
RENFE hizo aconsejable se admitiese la recurribilidad de las deCISIOnes
«con la finalidad de precaver el riesgo de una diversidad decisoria en tan
numerosas cuestiones de idéntico sígno. Una Vel cumplida tal misión,
en el sentido orientativo de las decisiones de instancia, no existe ya
actualmente. cualquicra que fuese el signo de estas, apoyatura para otro
criterio que el de la estricta aplicación del precepto y doctrina rectore:>
del ac¡:eso a los recursos en materia de ejecución de Sentencias».

d) Frente a esla resolución, se interpuso recurso de súplica ante el
mismo Tribunal Central de Trabajo desestimado mediante Auto de 25
de mayo de 108K En dicho Auto se sostiene la e.'H:cp<:Íonalidad de los
Autos dictados en ejecución de Sentencia, excepclOnalidad más acusada
en el orden laboral. de lo que deriva la aplicación estricta y no cxtcnsl\."a
del precepto que tknde a .circunscribir la. ('jecución a c~anto es propiO
de ella. e",duyendo cuestIOnes que, pudIendo hJ.~cr Sido dcballdas y.
resueltas en la de conocimIento y decíslón del pleitO, no lo fueron, n¡

para aiterar el fallo firme de cuya ejecución se tr~te. El dev¡;ngo de
intereses sobre la cantidad objeto de condena es cues1Jó~ m~cesar.lamcn.:e

ajena al debate y deCIsión del litigio y únicamente prop13 ,jd~ eJecll.clOn
y~ por tanto, ningún punto sustancial que pueda contravcJ.11r el ~ltulo
ejecutivo en que la Scntcncía consiste smo una consecuenCia de e<¡te y
sobre el que nada puede content:r de novatcrío el Auto que resu('hc la
prnia cuestión.
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L Antecedentes

L l.a Procuradora de los Tribunales doña Pílar Rodrígue¿ de la
Fuente. cn nombre y representación de don José Vare la Bueno y nueve
personas más. interpuso recurso de amparo el dia 29 de julio de 1988
contra Auto de la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo de 25
de mayo de 1988, que declaró inadmisible el recurso de suplicación
interpuesto por ellos contra el Auto de la Magistralüra mimo 19 de las
de :'vladrid, de 7 de noviembre de 1983, dictado respecto a una
rcdamación de pago de intereses en ejecución de SentenCÍa.

2. La demanda de amparo se funda en síntesis en los siguientes
hechos:

En el recurso de amparo núm. 1.390/88, interpuesto por la Procura­
dora de los Tribunales doña Pílar Rodríguez de la Fuente, en nombre
v representación de don Jose Varela Bueno y nueve personas más. bajo
ía dirección de la Letrada doña Lucía Ruano Rodriguez, contra el Auto
de 15 de mayo de 1988 de la Sala Primera del Tnbunal Central de
Trabajo, que declaró inadmisible el recurso de suplícacíón 2.765/85,
formulado frente al Auto de la Magistratura de Trabajo núm. 19 de las
de Madrid de 18 de septiembre de 1984. dictado en ejecución de
Sentencia. Han eompan..-cido el Ministerio Fiscal, yel Procurador de los
Tribunales don Rafael Rodriguez ¡\-funtaut, en nombre y representación
de la Red Nacional de Ferrocarriles Españoles (RENFE). Ha sido
Ponente el Magistrado don Miguel Rodrigucz-Piñero y Bravo-Ferrer.
quien expresa el parecer de la Sala.

Sala Segunda. Sentencia 42/1991, de i5 de febrero.
Recurso de amparo 1.390/1988. Contra Auto del Tribunal
Central de Trabajo, declarando inadmi5ible recurso de
suplicación frente a Resolución anterior de la Jlagislralllra
de Trabajo núm. 19 de las de Jladrid. dictada en ejecución
de Sentencia. Vulneración del derecho a la Hllela judicial
efectiva: lmerpretación restrictiva de los requisitos de admi­
s"ibifidad del recurso de casación que conlleva una Holación
del derecho a fa igualdad en la aplicación de la Ley.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Fcrrer, don José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro

~l- Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón López, Magistrados, ha pronun·
ciado

.,
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